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Resumen
Los discursos políticos de algunos de los ministros togados del rey en Aragón nos indican que estamos 
ante unos oficiales que, entre otras funciones, tenían el encargo de “desvestir” al pactismo y de “vestir” 
al absolutismo. Para ello, ante una misma realidad, utilizaban el discurso que servía a los intereses de su 
patrono y, a la par, vaciaban de contenido al foralismo. No olvidemos que nuestros protagonistas forma-
ban parte de la destacada clientela aragonesa que, en su mayoría, servía sin tapujos al monarca.
Las fuentes utilizadas para llevar a buen puerto la comunicación son algunos de los memoriales e in-
formes que firmaron los citados ministros reales. Hemos de apuntar que dichos escritos carecían de una 
profunda carga ideológica, aunque no estaban exentos de ella. Esto supone que nuestros protagonistas 
no se vieron obligados a echar mano de abstrusos escritos filosóficos, lo que simplifica la metodología 
de trabajo que hemos empleado.
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Among pacts and absolutism. Political discourse and praxis of the robed 
ministers of the king in Aragon (XVI-XVII centuries)
Abstract
Political speeches of some of the ministers who sit in Aragon king tell us that we are dealing with officers 
who, among other things, had the task of “undress” the pact and “dress” absolutism. To do this, to the same reali-
ty, using the speech that served the interests of his employer and, at the same time, emptied of content to the pact. 
Do not forget that our players were part of the outstanding Aragonese clientele that mostly served the 
monarch openly. The sources used to make a success of communication are some of the briefs and re-
ports cited signed the royal ministers. We note that these writings lacked a deep ideological, although 
not exempt from it. This means that our players were not forced to resort to abstruse philosophical wri-
tings, which simplifies the work methodology to be used.
Key words
Monarchy; kingdom of Aragon; king; royal ministers; political discourse.
En esta comunicación queremos presentar un pequeño ensayo interpretativo del significativo 
papel que, en el largo plazo, tuvieron los oficiales reales togados que ejercían sus cargos en 
Aragón para que triunfase el absolutismo y fuese desapareciendo el pactismo. Pretendemos 
adelantar algunas hipótesis de trabajo que esperamos confirmar cuando concluyamos la inves-
tigación que estamos llevando a cabo.
Con ello, nos estamos apartando de los juristas que ocupaban un lugar preferente en 
el terreno de la teoría política y nos acercamos a la praxis y a una serie de discursos políticos, 
más cercanos a los dictámenes, emitidos por los jurisconsultos que tenían la condición de ma-
1 Este trabajo forma parte de las investigaciones que lleva a cabo el Grupo Consolidado de Investigación Blancas, 
reconocido por el Gobierno de Aragón. El estudio también se ha beneficiado del proyecto HAR 2011-28732-C03-
03 del Ministerio de Ciencia e Innovación
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gistrados. En dichos informes descubriremos que la misma teoría, que para unos servía para 
argumentar a favor de los planteamientos pactistas de Aragón, fue empleada por algunos mi-
nistros reales implicados en el asunto –mediante la utilización de los precedentes que requería 
la ocasión y sin escatimar en citas de Ramírez, Lipsio, Bardaxí…– para la elaboración de unos 
argumentos contrarios, favorables al poder monárquico. Estamos ante un ejemplo claro de que 
“una cosa y su contraria podían justificarse basándose en un mismo principio”2.
Partimos del presupuesto de que los ministros u oficiales del rey en Aragón jugaron un 
papel fundamental en el fortalecimiento del poder monárquico en dicho territorio durante los 
siglos XVI y XVII. Tengamos en cuenta –si seguimos a Jon Arrieta Alberdi– que el gobierno 
de la Monarquía se basó, en gran medida, en la actuación cotidiana de un amplio número de 
jueces y magistrados que ejercían la jurisdicción, es decir, “la capacidad de decir el derecho 
y establecer la equidad, en sus diferentes niveles y estratos de toma de decisión y capacidad 
potestativa”3. Así pues, generación tras generación, esta clientela de la Monarquía –que se sus-
tentaba en los lazos familiares, en la amistad, en el paisanaje, amén de que en sus relaciones 
matrimoniales se sirviesen de unas prácticas fundamentadas en la consanguinidad, en la endo-
gamia profesional,…– no tuvo reparos en apoyar los servicios aprobados en Cortes, en defender 
pequeños cambios en las leyes,… La “culpa” de todo ello debemos buscarla en las garantías que 
ofrecía el rey y su corte con sus mercedes a la hora de propiciar el ascenso social, y a la hora de 
consolidar y aumentar el poder económico. A cambio, el patrono se aseguraba la lealtad de una 
élite local y provincial que favorecía sus fines políticos y económicos4.
Aunque en esta relación de intereses recíprocos – donde tanto el patrono como la clien-
tela se beneficiaban– participaron los ministros de capa y espada y los oficiales togados, cada 
grupo según las funciones que desempeñaba, hemos de apuntar que fueron estos últimos los 
que de una forma puntual contribuyeron al debilitamiento del pactismo y al triunfo del absolu-
tismo en Aragón. Decimos esto porque fue en el terreno de la justicia donde encontraremos las 
claves del triunfo de la concepción absolutista del poder y, en este campo, la palabra la tenían 
los juristas y magistrados. Estos crearon y favorecieron con su praxis los discursos necesarios 
para que el absolutismo –cada vez más centralizador– fuese creciendo poco a poco en detri-
mento del pactismo. Como ya adelantamos en un estudio reciente, durante los siglos XVI y 
XVII “se había iniciado un camino sin retorno de mayor absolutismo –y de mayor aceptación 
social de este–, que se vio beneficiado por la Guerra de Sucesión y sus consecuencias políticas 
centralizadoras”5. Esto significa que el centralismo que implantaron en España los Borbones ya 
llevaba un largo camino recorrido con los Austrias.
En este mismo contexto, Gil Pujol también afirmó que en Aragón a finales del siglo 
XVII el autoritarismo real y los fueros y las libertades fueron percibidos como compatibles y su 
fruto conjunto fue la ansiada seguridad6. Esto, desde nuestro punto de vista, no es más que una 
2 MARINA, J. A. (2008). La pasión del poder. Teoría y práctica de la dominación. Barcelona: Anagrama, p. 143.
3 ARRIETA ALBERDI, J. (2008). “El papel de los juristas y magistrados de la Corona de Aragón en la “conserva-
ción” de la monarquía”. Estudis, 34, p.16.
4 Remitimos al lector a la larga lista de trabajos de investigación que hay sobre la Monarquía y su corte, sobre los 
territorios componentes del Imperio,… Puntualmente, queremos llamar la atención sobre los trabajos recopilados 
en el libro de REINHARD, W. (comp.) (1997). Las élites del poder y la construcción del Estado. México: Fondo 
de Cultura Económica [1ª edición en inglés, 1996].
5 GóMEZ ZoRRAqUINo, J. I. (2010). El linaje de los Pérez de Nueros: entre la clientela del rey y el patronazgo 
local (siglos XVI-XVIII). Calatayud: Centro de Estudios Bilbilitanos de la Institución Fernando el Católico, p. 28.
6 GIL PUJoL, X. (2001). “Constitucionalismo aragonés y gobierno Habsburgo: los cambiantes significados de li-
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clara evidencia de las transformaciones de todo tipo que sistemáticamente se habían sucedido 
a lo largo de los siglos XVI y XVII en el viejo Reino de Aragón. Por ello, creemos que los dos 
cambios que señaló Gil –“en el ámbito estricto del formalismo jurídico y legal” y “en la vida 
política en su conjunto”–7 se quedan bastante cortos en el tiempo, además, a ellos habría que 
añadir otros, salvo que el segundo que se señala sea un cajón de sastre.
Coincidimos con Jesús Morales Arrizabalaga en que la rebelión de 1591 fue un punto de 
inflexión en la historia política del Reino de Aragón y que “ese corte radical no se refleja con la 
nitidez que esperábamos” en las actuaciones de las instituciones. También estamos de acuerdo 
con dicho autor en que las actuaciones de 1591 y las reformas de 1592 introdujeron una serie 
de cambios –que no se observan a simple vista– “que hay que mirar con mucha atención para 
localizarlos8. Esta atenta mirada sobre 1591 y 1592 es la que nosotros reivindicamos para los 
siglos XVI y XVII y, además, sin que se nos turbe el ánimo porque no encontremos cambios 
importantes de tendencia en la actividad legislativa, porque el rey siguiese legislando en las 
Cortes y con las Cortes,…
Somos conscientes de las dificultades documentales, interpretativas y de todo tipo que 
tiene el tema propuesto en esta comunicación. A pesar de ello, queremos presentar nuestra pe-
queña hipótesis de trabajo –alejada de la leyenda de Sobrarbe y de otros “mitos”– sin entrar a 
profundizar en puntuales consideraciones jurídicas, mucho más cercanas a los investigadores 
del Derecho. Además, hemos de apuntar que, cuando no contemos con documentos que avalen 
el discurso político, echaremos mano de la praxis política y de los acontecimientos vitales de 
nuestros protagonistas, que nos aportan mayor claridad, si cabe, que la palabra escrita. Tenga-
mos en cuenta que la realidad de las actuaciones del día a día es más clarificadora que la trama 
de los discursos, que en ocasiones están sujetos a un mundo ideal.
Entramos en materia con un memorial que elaboró en 1650 el doctor don Juan Crisósto-
mo de Exea –quien en ese momento ocupaba el oficio de asesor del gobernador de Aragón–. Un 
escrito, como otros, que no presenta ninguna simulación discursiva y que resume perfectamente 
el comportamiento de buena parte de los ministros reales togados en Aragón, más cercanos a 
la Monarquía que al Reino de Aragón. Decimos esto siendo conscientes de que nos referimos a 
unos oficiales que matizaban el comportamiento de las instituciones y las prerrogativas de las 
leyes aragonesas. Eran unos ministros que, dentro del marco legal establecido, veían –como 
estómagos agradecidos– con buenos ojos todo lo que provenía del monarca y su corte. Cuando 
el patrono reclamaba la atención sobre un determinado asunto que le interesaba, nuestros prota-
gonistas estaban dispuestos a cumplir los dictados que emanaban de su benefactor, para que su 
cursus honorum no se viese paralizado. 
Todas estas circunstancias nos obligan a estar atentos al documento elaborado por el 
propio Exea –sin que la información hubiese pasado por el filtro de la opinión de otras perso-
bertad”. En kagan,R. L. y Parker, G. (eds), España, Europa y el mundo Atlántico. Homenaje a J.H.Elliott. Madrid: 
Marcial Pons/Junta de Castilla y León, p. 248.
7 GIL PUJoL, X. (2001). “Constitucionalismo aragonés…”, op.cit., p. 247.
8 MORALES ARRIZABALAGA, J. (2007). Fueros y libertades del Reino de Aragón. De su formación medieval 
a la crisis preconstitucional (1076-1800). Zaragoza: Rolde de Estudios Aragoneses, pp. 91-92. Sobre dicha rebe-
lión y su contexto es imprescindible el trabajo de GASCóN PéREZ, J. (2010). Alzar banderas contra su rey: la 
rebelión aragonesa de 1591 contra Felipe II. Zaragoza: Prensas Universitarias de Zaragoza/Institución “Fernando 
el Católico”.
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nas–, aunque en su descargo debemos apuntar que se relatan acontecimientos contrastados. El 
memorial del doctor Juan Crisóstomo de Exea señalaba lo siguiente: que en el mes de enero 
de 1635 entró a servir a Su Majestad en la plaza de lugarteniente de la Corte del Justicia de 
Aragón, y estuvo hasta el mes de febrero de 1643. En el ejercicio del cargo fue denunciado dos 
veces, aunque fue absuelto, por no haber revocado una firma que se había proveído a favor del 
monarca para poder cobrar el subsidio y excusado del estado eclesiástico, y por haber denegado 
otras firmas para impedir al rey su cobranza. Siendo lugarteniente, en 1642 dio la consulta a los 
diputados para que el residuo de las Generalidades“lo emplearan en gastarlo en sacar gente del 
Reyno para el oposito del enemigo que entraba invadiendo por Cataluña a la parte de Monzón 
y Río Cinca […]”. Por estos servicios, Su Majestad le hizo merced de doscientos ducados de 
pensión eclesiástica para su hijo. Además, en el año 1643 recibió una merced real para ocupar 
la plaza de abogado fiscal y patrimonial. Sirviendo este cargo, el año 1644 fue elegido jurado 
en cap de la ciudad de Zaragoza, “procurando en este officio aquella Ciudad hiziera muchos 
servicios a V[uestra] M[ajestad] y ejecutarlos con toda puntualidad, como fue el que hizo de 
gente, pues puso en el sitio de la plaza de Lérida novecientos y veinte hombres […]9”. Perma-
neció en el oficio fiscal hasta los inicios de 1645, cuando promocionó a la sala de lo Civil de la 
Real Audiencia de Aragón. Dos años y varios meses después, a finales de septiembre de 1647, 
fue nombrado asesor del gobernador, oficio que seguía desempeñando en 1652, aunque en 1654 
ya consta su muerte10.
Por desgracia, no hemos localizado ningún documento escrito de Exea –alegaciones 
públicas11, misivas,…– que avale la realidad que se deduce de su memorial. Sin embargo, cree-
mos, si examinamos su cursus honorum12 –una parte ya apuntado en la cita anterior–, que es-
tamos ante un destacado ministro real que defendió abiertamente a su patrono, lo que implica 
que, seguramente, su discurso político estaba más cerca del absolutismo que del pactismo. Nos 
cuesta creer que ambos argumentos fuesen compatibles y que la defensa del monarca fuese 
sinónimo de apoyo a Aragón.
Si volvemos al memorial, comprobamos que el doctor Juan Crisóstomo de Exea desde 
su cargo de lugarteniente de la Corte del Justicia de Aragón –una institución que tradicional-
mente ha sido considerada por la historiografía como contraria al absolutismo monárquico y 
defensora de los postulados regnícolas– y desde su posición de abogado fiscal y, a la vez, de 
jurado en cap del Concejo de Zaragoza –una institución en la que, según algunos autores, el 
poder estaba en manos de “una clase política autónoma”, los ciudadanos honrados, indepen-
dientemente del paulatino avance del control monárquico–13 obtuvo importantes recursos –y 
9 A(rchivo) C(orona de) A(ragón). C(onsejo de) A(ragón). Secretaría de Cataluña, leg. 548. Exea redactó otro me-
morial en términos semejantes ca. 1652. B(iblioteca) G(eneral de la) U(niversidad de) S(evilla). A-109/110 (64).
10 GóMEZ ZoRRAqUINo, J. I. “Experto en fueros y guardián de los intereses de la Monarquía. El abogado fiscal 
y patrimonial del rey en Aragón (siglos XVI-XVII)”. En prensa.
11 Las alegaciones en derecho –según la definición del profesor Jesús Lalinde Abadía– eran “los escritos en los que 
los abogados concluyen en un pleito su versión de los hechos y, sobre todo, de las razones que justifican las pre-
tensiones de sus clientes, pudiendo ser “públicas” y “particulares”, dirigidas éstas a informar al Juez y Consejeros 
de la Cámara del Consejo de la Audiencia”. LALINDE ABADÍA, J. (1981). “Vida judicial y administrativa en el 
Aragón Barroco”. Anuario de Historia del Derecho Español, tomo LI, p. 421.
12 GóMEZ ZoRRAqUINo, J. I. “Experto en fueros …”. En prensa.
13 Esta es la interpretación que defienden J. A. Salas Auséns y E. Jarque Martínez, diferente a la que exponen otros 
autores. Sobre estas visiones se puede consultar JARqUE MARTÍNEZ, E. (2007). Zaragoza en la monarquía de 
los Austrias. La política de los ciudadanos honrados (1540-1650). Zaragoza: Institución “Fernando el Católico”. 
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suponemos que algo más– para la Corona. Por ello, podemos interpretar que la Monarquía, con 
sus ministros togados tenía un arma fundamental en Aragón para lograr sus objetivos. Con-
siguió que, como vulgarmente se dice, “la zorra guardase el gallinero”. Decimos esto porque 
dichos oficiales reales estaban al servicio de su patrono en unas instituciones aragonesas que 
desde finales del siglo XV fueron cada vez más controladas por el monarca y perdieron buena 
parte de la independencia que se les suponía dentro del régimen pactista. Nos cuesta creer que 
el rey otorgaba su confianza, y la renovaba con promociones, a unos oficiales que estaban en 
contra de los intereses del patrono. Podía ocurrir que los intereses monárquicos coincidiesen 
con los regnícolas, pero ese es otro asunto.
En la misma línea interpretativa que hemos apuntado hace un instante podemos situar la 
alegación que el 12 de febrero de 1648 firmó el abogado fiscal y patrimonial del rey en Aragón 
don Luis de Exea y Talayero –quien hasta esa fecha tuvo una trayectoria profesional semejan-
te a nuestro anterior protagonista y, además, posteriormente, ocupó varios oficios en la Real 
Audiencia de Aragón, fue regente del Consejo Supremo de Aragón y disfrutó de la plaza de 
justicia de Aragón–14. Estamos hablando del escrito In processu dominorum juratorum Caesa-
raugustae. Super iurisfirma gravaminum fiendorum15, llevado a cabo “obedeciendo las Reales 
órdenes de su Magestad” y con la finalidad de que la ciudad de Zaragoza lograse en la Corte del 
Justicia de Aragón un proceso de firma, para que “en fuerça del Fuero primero del servicio desta 
últimas Cortes [1645-1646], no se le impida sacar de qualquiere lugar privilegiado, e inmune, 
las personas que eligiese para servir en la frontera”16.
Este escrito era una consecuencia de un acuerdo de las Cortes de 1645-1646, reunidas en 
Zaragoza, por el que se revisaba el servicio voluntario que se acordó en las Cortes de Barbas-
tro y Calatayud de 1626, cuando Aragón votó al rey un servicio de dos mil hombres de armas 
o 144.000 libras jaquesas anuales, durante quince años17. El nuevo servicio acordado en las 
Cortes de 1645-1646 consistía en la aportación y mantenimiento de dos mil hombres de armas 
durante cuatro años, con la posibilidad de que se rompiese el acuerdo si terminaba la guerra de 
Cataluña antes de cumplirse el plazo. Además, debían socorrerse con el mismo cargo los qui-
nientos hombres de a caballo que ponía el monarca en las plazas de fronteras y presidios18.
Pues bien, si retomamos el hilo conductor de nuestro análisis, debemos plantear que en 
febrero de 1648, cuando se plasmó la citada alegación, la contienda en tierras catalanas no había 
finalizado y por ello el señalado acuerdo de Cortes seguía vigente, con el añadido de que el re-
clutamiento de tropas pasaba por dificultades19. Ante estas circunstancias, no debe extrañarnos 
pp. 17-32.
14 GóMEZ ZoRRAqUINo, J. I. “Experto en fueros…”. En prensa. Hasta el momento no hemos encontrado nin-
guna relación familiar de don Luis de Exea y Talayero con don Juan Crisóstomo de Exea.
15 ACA.CA. Secretaría de Aragón, leg. 89, 14 págs. Este documento fue analizado –como un conflicto de jurisdic-
ciones a la hora de hacer frente a los servicios acordados en las Cortes de 1645-1646– por ARMILLAS VICENTE, 
J. A. (1984). “Exención de servicio y conflicto de jurisdicciones en Zaragoza ante la Guerra de Cataluña (1648)”. 
Primer Congrés d’Història Moderna de Catalunya. Barcelona: Universitat de Barcelona, vol. II, pp. 161-166.
16 ACA.CA. Secretaría de Aragón, leg. 89. p.1.
17 CoLAS LAToRRE, G. y SALAS AUSéNS, J. A. (1975). “Las Cortes aragonesas de 1626: El voto del servicio 
y su pago”. Estudios del Departamento de Historia Moderna, pp. 87-139.
18 SAVALL Y DRoNDA, P. y PENéN Y DEBESA, S. (1866). Fueros, observancias y actos de Corte del Reino de 
Aragón. Zaragoza: Francisco Castro y Bosque [Hay una edición facs. bajo la dirección de Jesús Delgado Echeve-
rría, editada por El Justicia de Aragón/IberCaja, 1991], tomo I. pp. 474-476.
19 Esto se deduce de los datos que aporta ARMILLAS VICENTE, J. A. (1984). “Exención de servicio…”, op.cit., 
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que el monarca echase mano de su ministro el abogado fiscal don Luis de Exea y Talayero –un 
destacado jurista, cercano al monarca, casado con la hija de otro insigne miembro de la magis-
tratura, don Domingo Descartín–20 para eliminar cualquier resistencia que hubiese en Aragón a 
hacer levas para el servicio acordado. Además, el monarca buscó el escudo protector del Con-
cejo de Zaragoza, para prevenir problemas con la nobleza y con la Iglesia, y se cuidó de que no 
hubiese suspicacias en la intervención del doctor Exea y Talayero. Decimos esto último porque 
al citado abogado fiscal –que disfrutaba de dicho cargo desde el 10 de enero de 1647– le corres-
pondía, por su oficio, estar incluido en la bolsa de jurado en cap del Concejo de Zaragoza. Sin 
embargo, tenemos constancia de que en diciembre de 1648 no se había cumplido este requisito 
con nuestro protagonista21, lo que hace suponer que se estaba atenuando la imagen puntual de 
imbricación de la abogacía fiscal y patrimonial del rey en Aragón y el Concejo de Zaragoza. 
Con ello, también se evitaba la acción del canciller de competencias, quien podía actuar en de-
fensa de las inmunidades eclesiásticas y de las personas que buscaban su amparo para llevar a 
cabo las prestaciones militares a que estaban obligados. 
Si profundizamos en la alegación objeto de estudio, vemos que nos encontramos ante 
una “leve interpretación” –según las palabras de Exea y Talayero–, que se fundamentaba en el 
“derecho civil y a las noticias de la milicia Romana”, para lograr que la ciudad de Zaragoza 
tuviese las manos libres para ejecutar el cumplimiento del acuerdo de las Cortes de 1645-1646, 
sobre el servicio de dos mil hombres en armas que debía aportar Aragón para la guerra de Cata-
luña. Nuestro protagonista reivindicaba para la ilustrísima ciudad de Zaragoza un poder amplio 
en el contexto de Aragón, también recordaba sus privilegios,…, pero a la vez, señalaba a la urbe 
como la más fiel servidora a Su Majestad. Por ello, la ciudad del Ebro, aunque tenía desde el 
tiempo de los romanos la exención de contribuir a la guerra, suspendía todas sus inmunidades 
y participaba en el servicio acordado. Además, recordaba la capacidad de los jurados –a imita-
ción de los cónsules romanos– para reclutar a sus ciudadanos y vecinos para que acudiesen “al 
cumplimiento de la obligación” –lo que nos remite al punto de partida de la argumentación–22.
Después de analizar estas cuestiones, nuestro abogado fiscal daba un salto en el discurso 
–aunque afirmase textualmente: “De aquí vengo a inferir”– y señalaba que de dicha permisivi-
dad y certeza se deducía que el asunto tratado no estaba sujeto a la revisión y declaración del 
canciller de competencias, ni entraba en su campo discursivo. Con ello, se evitaba la acción de 
dicho canciller en la defensa de las inmunidades eclesiásticas y de quienes se acogían a ellas 
para estar exentos de las obligadas prestaciones militares. 
Tras repasar estos temas, Exea y Talayero llegaba a la conclusión de que a la ciudad de 
Zaragoza –y en su nombre a sus jurados y ministros– nadie podía impedirle que capturase a 
p. 163. También en SoLANo CAMóN, E. (1987). Poder monárquico y Estado pactista (1626-1652). Los arago-
neses ante la Unión de Armas. Zaragoza: Institución Fernando el Católico, pp. 191-214.
20 GóMEZ ZoRRAqUINo, J. I. “Experto en fueros y guardián de los intereses de la Monarquía…”. En prensa. 
Nuestro protagonista firmaba la alegación en 1648 como abogado fiscal y no mencionaba que fuese jurado, algo 
que sí cita Armillas Vicente sin situar la referencia documental. No hemos podido contrastar la información porque 
los Actos Comunes del Concejo de Zaragoza de 1648 y de otros años centrales del siglo XVII se encuentran en 
paradero desconocido. Sin embargo, todo indica –atendiendo a una información que expondremos– que el doctor 
Armillas señaló la referencia –que está en la página 14 de la alegación objeto de estudio– y pensó en Exea y Ta-
layero como jurado por el asunto que llevaba entre manos. ARMILLAS VICENTE, J. A. (1984). “Exención de 
servicio…”, op.cit., p. 161.
21 ACA.CA. leg. 1263.
22 ACA.CA. Secretaría de Aragón, leg. 89, pp. 1-5.
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las personas que estaban obligadas a prestar el servicio de armas –como lo ordenaba el fuero 
correspondiente–. Añadía que los eclesiásticos también estaban obligados a socorrer esta nece-
sidad común, dando auxilio para ella y sin tener en consideración sus inmunidades23. Además, 
también se preocupó de la inmunidad que tenían los recintos sagrados, y de la posibilidad de 
que estos se convirtiesen en el refugio de los prófugos24. 
Exea y Talayero concluía que lo único que pretendía la ciudad de Zaragoza era cumplir 
con la obligación de servir a Su Majestad –“procurando, juntamente, su natural defensa, como 
el fuero lo ordena”– y para este efecto poder detener a los soldados que se acogiesen a la in-
munidad eclesiástica y rehusasen el servicio de armas25. Esto suponía apoyar y hacer cumplir 
el fuero aprobado en Cortes y, de paso, reforzar el absolutismo monárquico ante la jurisdicción 
eclesiástica, porque “no tiene el Rei nuestro señor otra Regalía mayor que la común defensa, 
para que le puso Dios en tan suprema dignidad”26. 
El lector se dará cuenta de que nuestros dos protagonistas togados, en algún momento de 
su vida, ocuparon el cargo de abogado fiscal y patrimonial del rey enAragón, algo que también 
ocurrió con nuestro tercer invitado, micer Juan [Luis] Pérez de Nueros y López de Vilanova. El 
motivo de esta coincidencia no es casual. El abogado fiscal fue un ministro u oficial real toga-
do, natural de Aragón, que era un experto, a la vez, en el ordenamiento jurídico aragonés y en 
el común de la Monarquía –algo que había conseguido mediante el estudio, después de pasar 
por la Corte del Justicia de Aragón, en muchos casos, y después de haber disfrutado de algún 
cargo en la Real Audiencia de Aragón, aunque no había ninguna norma fija sobre el momento y 
forma de su promoción–. También nos encontramos ante un ciudadano de Zaragoza que, en el 
ejercicio de la abogacía fiscal y patrimonial, debía estar incluido en la bolsa de jurado en cap del 
Concejo de Zaragoza. En el caso de salir elegido en dicho cargo concejil, este era compatible 
con la abogacía fiscal27. Todo esto supone que estamos ante un ministro real que aglutinaba en 
su persona algunas de las claves necesarias para llevar a buen puerto el triunfo del absolutismo 
sobre el pactismo en Aragón, ya que a su ministerio fiscal unía la posibilidad de ejercer, en el 
caso de salir elegido, un significativo poder dentro del Concejo de Zaragoza –con las amplias 
prerrogativas que tenía, además de las que le otorgaba el Privilegio de Veinte–.
Si nos referimos al jurisconsulto Juan [Luis] Pérez de Nueros, miembro de una destaca-
da familia bilbilitana muy cercana a la realeza, a quien dedicamos varias páginas en un estudio 
monográfico sobre su estirpe28, queremos llamar la atención sobre dos trabajos manuscritos, 
Memoria del advogado fiscal de S[u] M[ajestad], micer Joan Pérez de Nueros29y Discurso de 
la jurisdicción real y de sus verdaderos límites30, que debió de elaborar nuestro protagonista.
23 ACA.CA. Secretaría de Aragón, leg. 89, pp. 7-8.
24 ACA.CA. Secretaría de Aragón, leg. 89, p. 9.
25 ACA.CA. Secretaría de Aragón, leg. 89, p. 13.
26 ACA.CA. Secretaría de Aragón, leg. 89, p. 14.
27 GóMEZ ZoRRAqUINo, J. I. “Experto en fueros y guardián de los intereses de la Monarquía…”. En prensa.
28 GóMEZ ZoRRAqUINo, J. I. (2010). El linaje de los Pérez de Nueros…, obra ya mencionada.
29 A(rchivo) D(iocesano de) Z(aragoza). Sin clasificar. Incluido en el libro Memorias diversas del gobierno de Juan 
Pérez de Nueros. Sobre la citada Memoria hizo un estudio y transcripción Luisa orera orera. oRERA oRERA, 
L. (1978). “La intervención de los Austrias en Aragón: Un documento sobre la actuación del abogado fiscal Juan 
Pérez de Nueros (1548-1583)”. Cuadernos de Historia “Jerónimo Zurita”, nº 31-32, pp. 183-256.
30 El texto manuscrito forma parte de un volumen, custodiado en el Archivo Diocesano de Zaragoza, catalogado 
como Memorias diversas del gobierno de Juan Pérez de Nueros, ocupa los folios 110r-122v. Utilizamos la deno-
minación Discurso porque así lo recogió GóMEZ URIEL, M. (1884-1886). Bibliotecas antigua y nueva de escri-
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Gracias al manuscrito Memoria del advogado fiscal, que contiene noventa y cinco re-
súmenes de diversas intervenciones entre los años 1548 y 1583, podemos acercarnos al papel 
que desempeñó en el ejercicio del cargo dicho ministro real. Como es lógico, Pérez de Nueros 
cumplió –como hombre de confianza del rey– con su deber de abogado fiscal que –en palabras 
de dicho micer– era un oficio “[…] de los más importantes para el servicio de su Magestad y 
conservación y defensión de sus derechos y regalías, porque es el que principalmente las ha de 
defender […]31.
Si seguimos la actuación de micer Juan [Luis] en las diversas causas en que participó, 
lo vemos inmerso en los asuntos más diversos, ya que intervino tanto en cuestiones relevantes 
como en otras de importancia menor, tanto en sucesos puntuales y personales como en otros que 
afectaban a la comunidad, tanto en asuntos ligados al ámbito local como al regional,… Además, 
debemos puntualizar que el abogado fiscal cuando intervenía mediante el procurador fiscal lo 
hacía en pequeñas actuaciones procesales. Sin embargo, en los asuntos sumamente complejos, 
como el caso de Antonio Gamir, y en otros muchos que requerían múltiples atenciones, dicho 
abogado tuvo que involucrarse personalmente.
Llama poderosamente la atención que nuestro fiscal logró que en “proçessos criminales 
de absençia” los acusados estuviesen presos en la cárcel secular y en poder de la Real Audien-
cia. También consiguió que en las causas de aprehensión y manifestación entendiese el juez 
secular, cuando anteriormente se nombraban árbitros para dilucidar la competencia entre la 
jurisdicción eclesiástica y la seglar. Nadie que administrase cuentas de la hacienda real podía 
recurrir a la Corte del Justicia de Aragón en lo tocante a dichas cuentas. Los detenidos por el 
capitán de guerra por asuntos bélicos no podían acogerse al proceso de Manifestación ni ser 
liberados por vía privilegiada. La villa de Ejea de los Caballeros –por sentencia favorable de 
Su Majestad– estaba obligada a seguir pagando “las cenas de primogenitura”. Los concejos 
aragoneses estaban obligados a pagar el derecho de coronaje aunque el rey no fuese coronado. 
El rey, por sentencia a favor del regio fisco, tenía derecho a una cuarta parte de las penas por 
fraudes al General de Aragón. En 1555-1556 logró que la actuación del lugarteniente general de 
Su Majestad de dar garrote a un bearnés, sin proceso previo, no fuese considerada como contra-
fuero. También impidió una firma, solicitada por el conde de Aranda, para que el gobernador no 
pudiese entrar en sus lugares de señorío a ejecutar sentencias de condenados a muerte sin que 
primero se presentase delante de los oficiales.
Por otra parte, micer Juan [Luis] hizo posible que no hubiese dudas de que el abadiado 
de San Juan de la Peña era de patronato real, al igual que lo era el abadiado de Montearagón. 
También logró sentencias favorables sobre muchas casas y vasallos de Saviñán y sobre el pleito 
de Sebastián de Arbás (sic). Tras más de un año de “industria y trabajo”, este micer logró en 
1557-1558 que la baronía de Segura y Huesa [del Común], que poseía doña María Sánchez, 
fuesen tierras de realengo. En 1558 logró una sentencia a favor del rey sobre los lugares de Cas-
tejón de Sobrarbe, Adahuesca, Sevil y Pozán de Vero, pretendidos por don Carlos de Heredia. 
Su Majestad vio reconocida la jurisdicción criminal de la baronía de Bárcabo y de los lugares 
de Bierlas, Banastón, Gordués (cerca de Sos [del Rey Católico]), Ibort y Aurín; y la jurisdicción 
tores aragoneses de Latassa aumentadas y refundidas en forma de diccionario bibliográfico-biográfico. Zaragoza: 
Imprenta de Calisto Ariño, tomo II, p. 528.
31 Memorias…[Discurso…], f. 116v. ORERA ORERA, L. “La intervención…”, op.cit., p. 184.
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civil y criminal del lugar de Peñalba. En un proceso de aprehensión se reconoció que la partida 
y término de Cifuentes –entre Langa y Villafeliche– era de jurisdicción real. En 1574-1575 se 
vendió a Su Majestad el lugar de Aguilón. En 1577 la jurisdicción criminal de la baronía de 
Gavín pasó a la villa de realengo de Biescas.
Este abogado fiscal, como su compañero de oficio don Luis de Exea y Talayero, luchó 
contra el derecho de inmunidad religiosa. En julio de 1567, a instancia de este oficial, también 
se creó la guardia de pie y de caballo en Aragón, pagada por las Generalidades. Batalló contra 
el “fraude” en los privilegios de infanzonía. Participó en la luición y desempeño de los oficios y 
rentas reales de Fraga. En 1553 ayudó a restringir “las prerrogativas” que pretendían los ciuda-
danos bilbilitanos –cuando se aprobó que los ciudadanos honrados de las ciudades aragonesas 
no pudiesen armarse caballeros como lo hacían los de Zaragoza–. En 1562 obtuvo sentencia y 
declaración en la Corte del Justicia de Aragón reconociendo que en los lugares de la Iglesia, los 
derechos de las minas de metal estaban reservados a Su Majestad. La villa de realengo de Tier-
mas, sujeta a un proceso de aprehensión en la Real Audiencia, quedó en 1562en manos de los 
acreedores mientras estuviese poblada, ya que en caso contrario era de Su Majestad. Intervino 
desde 1567 en las negociaciones entre el Reino de Aragón y la Monarquía para que esta última 
colaborase –sin vulnerar la normativa foral– para luchar contra el bandolerismo32.
Si nos referimos al Discurso –donde no se ofrecen triunfos del absolutismo sobre el 
pactismo– es porque nos beneficiamos de una exposición muy clarificadora de las personas y 
los comportamientos necesarios para la consolidación del absolutismo. Estamos ante una visión 
que, atendiendo a varias afirmaciones del texto, debemos situar justo antes de la celebración 
de las Cortes de Monzón de 158533, en un avanzado siglo XVI, cuando en Aragón ya se habían 
registrado importantes muestras de oposición a la política de la Monarquía.
En el escrito se resaltaba el papel del justicia de Aragón como la garantía de la conser-
vación y cumplimiento de los fueros como “leyes pactionadas” –hechas por los reyes y la corte 
general del Reino de Aragón–. A la vez, se señalaba que en muchas ocasiones los lugartenientes 
de la Corte del Justicia de Aragón se excedían en hacer provisiones perjudiciales a las pre-
eminencias y derechos de Su Majestad, dándose la circunstancia de que no se podía presentar 
recurso contra ellas ante la Real Audiencia de Aragón. Se denunciaba la imparcialidad de los 
lugartenientes a la hora de hacer las provisiones –teniendo en cuenta que el justicia solamente 
ejercía el papel de presidente– por el miedo que tenían a las denuncias de las autoridades del 
reino, de los caballeros y de otras personas poderosas, lo que redundaba en perjuicio de los de-
rechos del fisco del rey. También se acusaba al citado tribunal del Justicia de Aragón de que “se 
tienen menos respecto del que antes se acostumbrava tener en las cosas tocantes al servicio y 
fisco de su M[ajestad]”, y se diagnosticaba que este comportamiento era consecuencia del largo 
período que había de unas Cortes a las siguientes, porque “las cortes hazían fenescer sus officios 
[los de los lugartenientes] en caso que su M[ajestad] no fuese servido nombrarlos de nuebo”, lo 
que provocaba una situación de miedo a perder el oficio. Ante ello, proponía una vuelta al mo-
mento en que los lugartenientes se veían abocados a respetar “las cosas de su M[ajestad] y de su 
fisco real”34. Ante esta circunstancia, Pérez de Nueros era partidario de la celebración de Cortes 
32 GóMEZ ZoRRAqUINo, J. I. (2010). El linaje de los Pérez de Nueros…, op.cit., pp. 203-206.
33 ADZ. Memorias…[Discurso…], op.cit., pp. 110v-111r y 118r.
34 ADZ. Memorias…[Discurso…], op.cit., ff. 110r-111r.
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en el Reino de Aragón, porque eran necesarias para solucionar las cuestiones relacionadas con 
la justicia, para solventar diversos intereses particulares, para aprobar un nuevo servicio a Su 
Majestad y para “la abilitación de persona que representase la de su M[ajestad]35”.
El autor del documento mostraba su consideración de que “convendría al servicio de 
su M[ajestad] que el reyno fuese governado por Virrey estranjero”. Para conseguir este deseo 
mostraba los dos caminos posibles: que las Cortes diesen al rey licencia para nombrar virrey 
extranjero o que se acudiese a la vía judicial –a instancia del procurador fiscal de Su Majestad 
ante la Corte del Justicia de Aragón y rematando el asunto en la Real Audiencia–36.
En el Discurso se subrayaba que el oficio de regente de la gobernación del Reino de 
Aragón era importantísimo para el bien de la justicia, ya que presidía la Real Audiencia cuando 
faltaba el lugarteniente general y tenía jurisdicción en todo el territorio aragonés. Ante estas 
circunstancias, convenía que en la persona elegida concurriesen los siguientes elementos: “cali-
dad de casa”, autoridad, y que, como el gobernador que ejercía en ese momento, tuviese salud, 
voluntad y disposición37.
Nuestro protagonista puntualizaba que el regente y los consejeros de la Real Audiencia 
–que eran cuatro en la sala de lo Civil y cinco en la sala de lo Criminal– eran unos oficiales 
sobre los que recaía la administración de justicia de todo el reino. Eran designados por Su Ma-
jestad a su “mera Voluntad” y debían tener “letras y bondad, con virtud y buena conciencia”, 
con la posibilidad de que pudiesen aportar “calidad de linaje y hazienda”. También convenía 
que los señalados regente y consejeros de la Real Audiencia de Aragón fuesen “hombres de pe-
cho y que tengan afición al servicio de su M[ajestad] y a la buena administración de la justicia, 
conservación de los derechos, regalías y patrimonio de su M[ajestad]…”. Con ello, ayudarían 
a reparar los agravios contra la realeza en la Corte del Justicia de Aragón. La Real Audiencia 
“abría de ser fortaleza y defensión de las causas […], refugio y presidio de los agravios que en 
dichas causas se hiciesen en la Corte del Justicia de Aragón”.
Por si había dudas de esta propuesta, se precisaba que los consejeros de la Real Audien-
cia debían ser personas aficionadas al servicio de Su Majestad” y que estuviesen obligados a él 
particularmente, con servicios hechos por sus pasados cargos u oficios, y que hubiesen tenido 
mercedes recibidas de la realeza. Dichos consejeros debían tener pecho y fortaleza para hacer 
justicia en las cosas tocantes a Su Majestad –aunque “honrren y veneren” los fueros y libertades 
de Aragón–. Finalmente, se incidía en que convenía que dichos consejeros no fuesen personas 
“que siguan factiones y parcialidades” o que fuesen allegados “a casas principales con prendas 
de advogacías” o que estuviesen “subalternados a dichas casadas de personas principales del 
reyno”, porque en estos casos resultaban inconvenientes para la buena administración de la 
justicia38.
35 ADZ. Memorias…[Discurso…], op.cit., ff. 111v-113v.
36 ADZ. Memorias…[Discurso…], op.cit., ff. 114r-114v. Recordemos que el Pleito del Virrey Extranjero se inició 
en 1587 y fue en las Cortes de Tarazona de 1592 cuando se adoptó la solución de permitir al soberano el nom-
bramiento de virreyes extranjeros hasta las siguientes Cortes. Este acuerdo se renovó sistemáticamente a lo largo 
del siglo XVII. CoLAS LAToRRE, G. y SALAS AUSéNS, J. A. (1982). Aragón en el siglo XVI: alteraciones 
sociales y conflictos políticos. Zaragoza: Departamento de Historia Moderna de la Universidad de Zaragoza, pp. 
624-631.
37 ADZ. Memorias…[Discurso…], op.cit., ff. 114v-115r.
38 ADZ. Memorias…[Discurso…], op.cit., ff. 115v-116v.
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Cuando Pérez de Nueros en el Discurso se refería al relevante papel que desempeñaba 
el abogado fiscal y patrimonial del rey en Aragón, uno de los más importantes oficios para el 
servicio a Su Majestad, y para la conservación y defensa de sus derechos y regalías –como ya 
hemos apuntado–, añadía que era un cargo “muy odioso e infesto a todos los de aquel reyno, 
especialmente quanto más Industria de letras, diligencia y cuydado tiene y pone en las cosas 
tocantes a su cargo”. Por ello, convenía que el oficial que sirviese “aya pecho, letras y autori-
dad”, para que con libertad ejercitase las cosas tocantes al oficio. También era necesario poseer 
“prudencia y discreción”, ya que en ocasiones estos elementos eran más rentables que la fuerza 
de la justicia39.
Estas últimas consideraciones completan la idea de que los ministros de toga tuvieron 
una significativa labor cotidiana en cualquiera de los oficios que desempeñaron –en las salas 
de la Real Audiencia de Aragón, en la abogacía fiscal, en el Consejo Supremo de Aragón,…–, 
que su actuación favoreció el funcionamiento del sistema del “estado compuesto” y del régimen 
“polisinodial”, que permitieron la conexión de los organismos territoriales y la Monarquía, que 
sus decisiones –de gobierno, gracia y justicia– estaban sujetas a las circunstancias y condicio-
nes del momento,…40. Pero, todo esto no descarta que, además, estemos ante unos magistra-
dos que, sin salirse del orden establecido, arrinconaban la teoría pactista y ponían en práctica 
los dictados absolutistas de la Monarquía. A diferencia de Calixto Ramírez y otros juristas, a 
nuestros protagonistas, en el marco del cursus honorum que se estaban construyendo, poco les 
importaba –en sentido amplio– si los fueros de Aragón debían entenderse como ley regia, si 
el pasado de Aragón debía interpretarse en clave imperial, si era necesaria la sustitución de un 
“pactismo historicista” por un “pactismo filosófico”, si el monarca debía estar sujeto a los fue-
ros… En definitiva, creemos que el mensaje que quería transmitir Calixto Ramírez, cifrado en 
que “en Aragón el poder del Monarca no podía concebirse fuera del poder del reino” –en pala-
bras de Pablo Fernández Albaladejo–41, era aceptado, pero se alejaba de la praxis que mostraban 
los oficiales togados del rey en Aragón. Lógicamente, los ministros reales, que habían nacido en 
Aragón, eran conscientes de que su naturaleza y las normas pactadas por el rey y el reino sobre 
dicha condición, tenían mucho que ver con los cargos que ocupaban. Amén de que la última 
palabra la había tenido el rey, algo que continuaba vigente en el día a día que les tocaba vivir.
Aunque los escritos que presentamos para elaborar esta comunicación son autojustifi-
cativos y escasos, defendemos la hipótesis de trabajo de que los ministros togados, en su gran 
mayoría, construyeron un discurso político de bajo calado teórico, sin echar mano de abstrusos 
escritos filosóficos, que de forma sibilina fue minando los cimientos del pactismo. Nos estamos 
refiriendo a la fábrica de una serie de dictámenes, alegaciones,…, como los ejemplos que he-
mos expuesto, donde se presentaban –según lo requería cada ocasión– numerosos precedentes 
para justificar una demanda, para revocar un acuerdo, para conseguir un determinado poder de 
39 ADZ. Memorias…[Discurso…], op.cit., ff. 116v-117r.
40 Estas y otras cuestiones las señaló Arrieta Alberdi en las conclusiones de su trabajo sobre el papel de los juristas 
y magistrados de la Corona de Aragón. ARRIETA ALBERDI, J. “El papel de los juristas…”, op.cit., pp. 56-59.
41 FERNÁNDEZ ALBALADEJo, P. (1998). “Lex Regia Aragonensium. Monarquía compuesta e identidad de 
reinos en el reinado de Felipe III”. En Martínez Ruíz, E. y Pazzis Pi Corrales, M. de (eds.). España y Suecia en la 
época del Barroco. Madrid: pp. 51-73[incluido en FERNÁNDEZ ALBALADEJo, P. (2007). Materia de España. 
Cultura política e identidad en la España moderna. Madrid: Marcial Pons, pp. 65-91], pp. 71-74 y 84.
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actuación, para obtener un proceso de firma,…, que precisan la atenta mirada del historiador 
por la “baja intensidad” de cambio que presentan.
[índiCe]
